REGISTRADA BAJO EL Nº 29(s)    

Fo.166/72
Expte. Nº 133.848
    Juzgado Civil y Comercial Nº 11.




En la ciudad de Mar del Plata, a los 6
 días del mes de marzo de dos mil siete, reunida la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial, Sala Segunda, en acuerdo ordinario a los efectos de dictar sentencia en los autos: "DUHALDE JORGE EDUARDO Y OTROS C/ H.I.E.M.I. Y OTROS S/ INCIDENTE", habiéndose practicado oportunamente el sorteo prescripto por los artículos 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial, resultó que la votación debía ser en el siguiente orden: Dres. Ricardo D. Monterisi, Roberto J. Loustaunau y Nélida I. Zampini.




El Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes




C U E S T I O N E S



1a.) Es justa la sentencia de fs. 120/22?




2a.) Qué pronunciamiento corresponde dictar?




A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DR. MONTERISI DIJO:




I) La sentencia de fs. 120/22 viene a conocimiento de este Tribunal de Alzada con motivo del recurso de apelación deducido por la Fiscalía de Estado de la Provincia de Buenos Aires a fs. 124. 




El "a quo" desestimó la solicitud de aplicación de la ley 12.836 efectuada por la demandada, y declaró caídos en abstracto los planteos de inconstitucionalidad formulados por la actora, mandando llevar adelante la ejecución por la suma de pesos SESENTA MIL OCHOCIENTOS ($ 60.800) con más sus respectivos intereses, costos y costas.




En el pronunciamiento apelado expresa el Sentenciante que del juego de lo dispuesto por los arts. 1º último párrafo y 2º de la ley 12.727 y los arts. 1 y 30 de la ley 12.836, surge que ésta última se integra incuestionablemente por las normas dictadas en el marco de la emergencia económica que tuviera lugar en el ámbito provincial y que a la fecha ha perdido vigencia.




Señala que la última prórroga dispuesta para el lapso originalmente fijado en un año desde la promulgación de la referida ley ha extendido la emergencia hasta el 31 de diciembre de 2004, de donde concluye que no existe fundamento para pretender su aplicación cuando han cesado los motivos que legitimaron la implementación del régimen.




Sostiene que –aún tratándose de una deuda pasible de consolidación- ello jamás llegó a efectivizarse, por lo que ha renacido la obligación en su forma originaria, conclusión que lo conduce a desestimar el pedido de aplicación de la ley 12.386 con costas a la ejecutada, y a declarar abstracto el planteo de inconstitucionalidad formulado por la parte actora, distribuyendo las respectivas costas por el orden causado.




II) SINTESIS DE LOS AGRAVIOS.



La apelante expresa sus agravios a fs. 126/30, que son respondidos por la parte actora a fs. 132/34.




Luego de reseñar los antecedentes que dieran origen al régimen de consolidación de deudas dispuesto por la ley 12.836, afirma que ello fue consecuencia necesaria de la declaración de emergencia económica dispuesta por la ley 12.727, constituyendo un instrumento indispensable para el reordenamiento de las finanzas públicas y la restitución del equilibrio económico financiero de las cuentas estatales, posibilitando así la consecución de los fines esenciales del Estado.




Alega que la consolidación no es otra cosa que una toma de crédito por parte del Estado, una suerte de diferimiento de la realización de los créditos a su cargo mediante la emisión de títulos negociables en el mercado. 




Por ello, esa afectación es independiente del plazo por el cual se declaró el estado de emergencia, ya que el desahogo de las finanzas públicas es producto del aludido diferimiento, y la caducidad de la vigencia de la ley sólo operará cuando hayan sido saldados todos los créditos que ella abarcó o consolidó, independientemente del momento en que fueron reclamados o realizados.




Expresa que el Juez ha limitado los alcances de la norma sin sustento legal alguno y en base a un razonamiento erróneo, y considera que sólo debe declararse la existencia del crédito reclamado sin que sea posible su ejecución forzada; cuestiona asimismo la tasa de interés fijada, y solicita el levantamiento de las medidas cautelares decretadas de conformidad con lo dispuesto por la ley 12.836.




III) CONSIDERACION DE LOS AGRAVIOS.  



1. La aplicabilidad al caso de la ley 12.836.




En punto a esta primera cuestión, he de señalar que no comparto la interpretación efectuada por el a quo respecto del límite temporal de vigencia de la normativa que nos ocupa, pues a mi juicio no se compadece ni con el texto de la ley, ni con la vasta doctrina referida a la “emergencia económica”.




No es el caso reproducir aquí los frondosos antecedentes jurisprudenciales que han ido conformando la denominada “doctrina de la emergencia”; sí habré de referir algunos conceptos fundamentales, que es menester tener en cuenta a la hora de interpretar los alcances de la norma cuya aplicabilidad se cuestiona.




Ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación que “..el fundamento de las leyes de emergencia es la necesidad de poner fin o remediar situaciones de gravedad que obligan a intervenir en el orden patrimonial, fijando plazos, concediendo esperas, como una forma de hacer posible el cumplimiento de las obligaciones, a la vez que atenuar su gravitación negativa sobre el orden económico e institucional y la sociedad en su conjunto” (C.S.J.N., “Peralta, Luis A. y ot. C/ Estado Nacional” S. 27-12-90, Fallos 313:1513, entre otros).




Consecuentemente, ha señalado el Superior Tribunal Provincial que “Una ley de consolidación de deudas se motiva primordial y casi excluyentemente en el interés patrimonial del Estado en alivianar la carga del erario público a través de una novación de deuda mediante la reprogramación de su vencimiento (bonos a 16 años)...” (S.C.B.A., causa B 60.898 “Fiscal de Estado c/ Provincia de Bs. As. (P.E.). Demanda contencioso administrativa”, S. 18-2-04).




Es claro entonces que todo régimen legal de emergencia requiere, como presupuesto fundamental para su legitimidad, la real existencia de una situación de emergencia económica que imponga al Estado el deber de amparar los intereses vitales de la comunidad (v. C.S.J.N., “Avico, Oscar A. c/ De la Pesa, Saúl” S. 12-7-34, Fallos 172:21; “Peralta, Luis A. y ot. c/ Estado Nacional”, Fallos 313:1513, entre otros)




Sabido es que la ley 12.836 fue dictada en el marco de la emergencia económica provincial declarada mediante la ley 12.727, que expresamente adhiere a lo establecido en el art. 24 de la ley nacional 25.344, disponiendo en su articulado que el pago de las obligaciones consolidadas se efectuará exclusivamente mediante los títulos públicos cuya emisión autoriza, con un plazo de cancelación de dieciseis años.



No se ha puesto en duda en el sub judice  que a la fecha de entrada en vigencia de las leyes 12.727 y 12.836 la Provincia de Buenos Aires se encontraba atravesando una grave crisis económico-financiera. 




La controversia planteada gira, en cambio, en torno de la siguiente cuestión: si el posterior saneamiento de las finanzas del Estado Provincial, con la consiguiente superación de la situación de emergencia, importa –como entiende el Juez de primera instancia- la automática “pérdida de vigencia” del régimen legal, de modo que las obligaciones por él comprendidas que no se sujetaron oportunamente a la reprogramación deben ser canceladas en forma directa e inmediata, tal como si la normativa no hubiera existido.




Este interrogante debe responderse en forma negativa, por diversas razones.




En primer lugar, si bien –como ya dijéramos- la existencia de una situación de emergencia económica del Estado es presupuesto necesario de legitimidad de toda normativa de esta índole, ello no importa que -superada la emergencia- la ley deba tenerse por no escrita. 




Por el contrario, es justamente el diferimiento en el pago de las deudas a cargo del erario público comprendidas en el régimen de emergencia el que ha posibilitado o contribuído –junto con otras medidas destinadas al saneamiento de las finanzas del Estado- a superar la crisis. Sería por tanto un contrasentido afirmar que el resorte legal que permitió la regularización financiera del Estado provincial pierda validez o legitimidad por la consecución del propósito al que estaba destinado. 




En segundo lugar, el claro texto de la ley 12.836, en su art. 8º, dispone la consolidación de todas las obligaciones no financieras y exigibles a cargo del Estado Provincial que tengan causa o título anterior al 30-11-01, sin condicionar su aplicabilidad a límite temporal alguno. Esto importa, como señala la Suprema Corte Provincial en el precedente más arriba citado (causa B-60.898, S. 18-2-04), una verdadera novación de la deuda, donde la obligación originaria se extingue para ser sustituída por una nueva, de conformidad con lo previsto por los arts. 801 y ss. del Código Civil.




Por último, es esencial destacar que la norma en cuestión prevé la consolidación de todas las obligaciones no financieras de causa o título anterior al 30-11-01. De este modo, exceptuar de sus disposiciones a los demandantes sin existir razones de índole superior que así lo justifiquen (tales como aquéllas en las que el diferimiento del pago de la obligación pudiera derivar en una eventual afectación de los derechos a la vida, la salud o los derechos de la niñez; v. S.C.B.A., Causa B 60.898, S. 18-2-04, entre otras), importaría lesionar la garantía constitucional de igualdad ante la ley, que se traduce en un trato legal igualitario para quienes se hallan en una razonable igualdad de circunstancias (C.S.J.N., Fallos: 7:118; 95:327; 117:22; 123:106; 126:280; 127:167; 132:198; 137:105; 138:313; 143:379; 149:417; 151:359; 182:355; 199:268; 270:374; 286:97; 131-110; 151-353; 300:1084; 306:1560; entre otros).




En síntesis, encontrándose comprendido el crédito de los ejecutantes en las previsiones del art. 8º de la ley 12.836, la norma referida resulta aplicable al caso de autos, lo que impone el tratamiento de la cuestión de constitucionalidad articulada por los demandantes a fs. 97/98, tarea a la que me abocaré seguidamente.




2. La cuestión de constitucionalidad de la ley 12.836.




En fecha reciente esta Sala se ha pronunciado declarando la inconstitucionalidad de la ley 12.863 en los autos “Rossi, Liliana Beatriz c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ incidente de ejecución de honorarios” (Expte. 135.289 RSD 319-06 S. 2-11-06), con voto del Dr. Loustaunau al que adherí en todos sus términos.




El referido pronunciamiento tiene como antecedente una sentencia de este mismo Tribunal –en su anterior composición- (v. “Galpasoro Silvina c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ ejecución de sentencia”, Expte. 131.135 RSD 853-04 S. 28-12-04), y ambos fallos se sustentan en el criterio sentado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en autos “Vergnano de Rodríguez, Susana B. C/ Provincia de Buenos Aires y ot. s/ daños y perjuicios” de fecha 26-10-04.




En dicha oportunidad resolvió el Máximo Tribunal Nacional que las disposiciones de la ley 12.836 han obviado el impedimento establecido por el art. 19 de la ley nacional 23.982 -aplicable en virtud de la remisión que efectúa el art. 13 de la ley nacional 25.344-, al imponer mayores restricciones a los derechos de quienes deben percibir créditos del Estado Provincial que los establecidos por la propia ley nacional 25.344, extremo expresamente prohibido por el citado art. 19 de la ley 23.982.




Para arribar a dicha conclusión, merituó el Superior Tribunal que: 1) La ley 12.836 abarca un período superior al previsto por la ley 25.344, pues la primera fija como “fecha de corte” el 30-11-01 mientras la segunda lo limita al 1-1-00; 2) la norma provincial sólo contempla el pago mediante títulos públicos, mientras que la nacional posibilita el cobro conforme los recursos que anualmente contenga la ley de presupuesto para afrontar el pasivo consolidado; 3) no se prevé la forma de cancelación de las deudas que pudieren superar el importe tope hasta el cual  el Ejecutivo Provincial está autorizado a emitir bonos.




Compartiendo el criterio de la Corte Nacional, la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires en autos “Aubert, Celia c/ Provincia de Buenos Aires” (Ac. B-59.361 del 12-10-05) declaró la inconstitucionalidad de la ley 12.836.




Dijo en dicha oportunidad la Casación Bonaerense que “la Provincia fue invitada por el Congreso de la Nación -en el marco de la emergencia económica y con el objeto de paliar sus efectos- a adherir a la ley 25.344, legislando en el ámbito de su competencia sobre las materias en ella incluidas (ver art. 24), lo que efectivamente hizo (art. 46 ley 12.727) dictando en tal marco (art. 30 ley 12.836) un nuevo régimen de consolidación de deudas bonaerenses.




“De tal modo, al tiempo de resultar indiscutible el carácter intra-federal del régimen de consolidación dispuesto, un mínimo de congruencia lleva a concluir que la adhesión importó para la Provincia una suerte de autolimitación que le impide apartarse del ordenamiento nacional. 



“A ello cabe añadir, en sentido concordante, que la ley 25.344 dispuso la consolidación con los alcances y en la forma dispuesta por la ley 23.982 (art. 13), por lo que no puede perderse de vista la limitación que –en relación a las Provincias- ésta incorporara: “... las normas locales respectivas no podrán introducir mayores restricciones a los derechos de los acreedores que las que la presente ley establece respecto a las deudas del sector público nacional” (art. 19 ley 23.982)... 




“En definitiva, el carácter intra-federal que daría sustento constitucional a la legislación cuestionada se ve puesto en crisis, por haber introducido el ordenamiento local condiciones más gravosas para los acreedores que las contempladas en la normativa nacional a la que expresamente adhiriera (falta de opción entre esperar y suscribir los títulos), imponiendo una mayor restricción de derechos, expresamente prohibida por el ordenamiento que resulta de aplicación (Fallos 317:1621; 319:63; 324:363)”.




Por todo lo expresado, y teniendo en consideración que es la Corte Suprema Nacional el último Tribunal en materia de controversias de constitucionalidad en el orden interno, por lo que resulta consistente con el sistema de control de constitucionalidad que los Jueces conformen sus decisiones a la doctrina del máximo órgano judicial de la República (cfr. Gelli, María Angélica, “Constitución de la Nación Argentina comentada y concordada”, Ed. L.L., Bs.As. 2005 pág. 985), corresponde receptar el planteo de inconstitucionalidad de la ley 12.836 efectuado por la parte actora, declarándose abstractos los restantes agravios expresados por la apelante en virtud de la inaplicabilidad al caso de la normativa de referencia (arts. 31 y 116 de la Constitución Nacional; 57, 161 inc. 1º y ccds. Constitución de la Provincia de Bs. As.).




ASI LO VOTO.


LOS SEÑORES JUECES DOCTORES LOUSTAUNAU y ZAMPINI VOTARON EN IGUAL SENTIDO Y POR LOS MISMOS FUNDAMENTOS.




A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DR. MONTERISI DIJO:




Corresponde: I) Modificar la sentencia dictada a fs. 120/22, declarando la inconstitu-cionalidad de la ley 12.836 y su inaplicabilidad al presente caso (arts. 31 y 116 de la Constitución Nacional; 57, 161 inc. 1º y ccds. Constitución de la Provincia de Bs. As.).




II) Propongo que las costas de ambas instancias sean soportadas por la demandada vencida (arts. 68 1º párr. y 274 del C.P.C.). 




ASI LO VOTO.





LOS SEÑORES JUECES DOCTORES LOUSTAUNAU y  ZAMPINI VOTARON EN IGUAL SENTIDO Y POR LOS MISMOS FUNDAMENTOS.





En consecuencia se dicta la siguiente



S E N T E N C I A



Por los fundamentos expuestos en el precedente acuerdo, se resuelve: I) Modificar la sentencia dictada a fs. 120/22, declarando la inconstitucionalidad de la ley 12.836 y su inaplicabilidad al presente caso (arts. 31 y 116 de la Constitución Nacional; 57, 161 inc. 1º y ccds. Constitución de la Provincia de Bs. As.). II) Imponer las costas de ambas instancias a la demandada vencida (arts. 68 1º párr. y 274 del C.P.C.). III) Diferir la regulación de los honorarios profesionales para su oportunidad (art. 31 de la ley 8904). NOTIFIQUESE personalmente o por cédula (art. 135 del C.P.C.). DEVUELVASE.


NELIDA I. ZAMPINI 


RICARDO D. MONTERISI





ROBERTO J. LOUSTAUNAU








SECRETARIO

